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 Salus populi suprema lex est

(Cicerón)

Nulla lex satis comoda ómnibus est

(Tito Livio)





Nota de los autores


 El presente libro se basa en el discurso que Manuel-Jesús Dolz Lago tuvo ocasión de leer en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación de España el día 2 de marzo de 2020, con motivo de su elección como Académico de Honor. Aquel discurso llevaba como título: Los intelectuales y la política judicial: ayer y hoy ¿Qué hacer en la Era Digital? y fue fruto en gran parte de reflexiones compartidas con Mario Hernández Ramos, profesor titular de Derecho Constitucional de la Universidad de Salamanca y asesor del Ministerio de Justicia.

Por ello, ahora, el libro más extenso que el discurso y con más notas bibliográficas, tiene la coautoría de ambos.

Observará el amable lector que se ha querido mantener algunos textos más propios de un discurso que de una monografía como verbigratia los saludos que Manuel-Jesús Dolz Lago dirigió antes de la lectura de dicho discurso. Ello obedece sólo a la intención de los autores de resaltar el contexto y el espíritu humanista de la obra.






Prólogo


 En la actualidad, la sociedad se encuentra de nuevo en un cambio de ciclo histórico ocasionado, en gran medida, por el rapidísimo desarrollo tecnológico, la denominada cuarta revolución industrial. El mundo digital está cobrando tanta relevancia y presencia en la vida cotidiana, que amenaza con desplazar al mismísimo ser humano. En realidad, esa opción empieza a plantearse en muchos ámbitos de nuestra sociedad, como por ejemplo, el laboral. Pero no solo. También en la economía, en la educación, en las relaciones sociales y, por supuesto, en la justicia.

¿Hasta qué punto y de qué manera la administración de justicia ha de concebir las nuevas tecnologías digitales como una amenaza a los derechos de la ciudadanía? O, en cambio, ¿deberían aprovecharse como una oportunidad para ofrecer un mejor servicio público?

Estas son las preguntas a la que los autores hacen frente en la presente obra.

Como primer paso imprescindible, los autores intentan dejar claro qué idea de justicia y de administración de justicia debe ser la protagonista en el siglo XXI. Y lo hacen acudiendo al trabajo de intelectuales y teóricos a lo largo de la historia del pensamiento.

No en vano, el sentimiento y la idea de justicia han acompañado al ser humano desde el primer momento en que empezó a organizarse en sociedad. Pero pocos conceptos tan presentes y tan perennes han resultado tan huidizos y resbaladizos a la definición material y categorización. Eso no ha impedido para que toda organización política a lo largo de la historia tuviera a la justicia como una de las máximas aspiraciones a realizar.

La cuestión esencial ante el reto anhelado de hacer justicia en cualquier momento histórico ha sido siempre ¿cómo? No han faltado por eso pensadores, intelectuales, filósofos y prácticos de la vida pública que hayan reflexionado y teorizado sobre esa pregunta. La política, el Derecho y la filosofía han sido los campos donde más habitualmente se ha abordado el concepto teórico y el desarrollo práctico de la justicia.

Desde la Grecia clásica, donde las categorías teóricas políticas y filosóficas alcanzaron una robustez y corpulencia que han llegado hasta nuestros días, pasando por la práctica jurídica inigualable de Roma, por la Edad Media, la Ilustración, la época moderna hasta la actualidad se han sucedido multitud de teorías, corrientes y doctrinas que han abordado la justicia y su administración desde muy diferentes postulados y perspectivas.

En la presente obra que tengo el placer de prologar, los autores destacan el humanismo como el hilo conductor a lo largo de la historia del pensamiento que inspira una idea concreta de justicia y de su administración. En cada cambio de ciclo histórico, en cada encrucijada filosófica, la síntesis dialéctica ha apuntado a sostener el binomio inescindible ser humano y justicia.

Y así debe seguir siendo en la actualidad.

La posibilidad de aplicar herramientas tecnológicas que nos encaminen hacia una ciberjusticia o la aplicación de las disruptivas tecnologías del big data o la inteligencia artificial para ofrecer un mejor servicio púbico a la ciudadanía no debe suponer una amenaza para el disfrute efectivo de sus derechos fundamentales. Encontrar un equilibrio es esencial y sobre este particular los autores dedican la segunda parte de esta obra, observando de cerca los trabajos que las instituciones tanto de la Unión Europea como del Consejo de Europa están realizando en esta materia, sosteniendo un punto de vista inequívocamente humanista.

La irrupción del covid-19 ha puesto aún más de relieve el protagonismo que las nuevas tecnologías pueden y deben asumir, pero también los retos y amenazas que entrañan. El crecimiento tan exponencial de estas tecnologías permite a quienes la posean ostentar un poder que desequilibra claramente el tácito pacto social que confiere estabilidad y paz a nuestras sociedades. El Estado Digital, Social y Democrático de Derecho en el que nos encontramos, no puede permitir que estas nuevas tecnologías creen nuevos Leviatanes exentos de controles democráticos.

La presente obra aúna conocimiento teórico y práctico que sugieren conclusiones muy útiles para el desarrollo de la política judicial en materia de nuevas tecnologías. No en vano, Manuel Jesús Dolz Lago fue Secretario de Estado de Justicia. Durante el tiempo que estuvo en el cargo dio un impulso decidido a la implementación de herramientas tecnológicas en la administración de justicia. Por su parte, Mario Hernández Ramos que se desempeñó como asesor del gabinete del Ministerio de Justicia y del anterior Secretario de Estado es en la actualidad el representante español en el Comité ad hoc de Inteligencia Artificial del Consejo de Europa.

La justicia es un atributo inherente del ser humano. Pero su administración eficiente y su disfrute efectivo exigen rigor, trabajo y estudio. Sin duda, esta obra supone un aporte valioso para enfocar con más perspectiva y conocimiento especializado una realidad como la justicia y las nuevas tecnologías que hasta la actualidad plantea más interrogantes que certezas, pero cuyo potencial de posibilidades, y de amenazas, no ha hecho más que comenzar.

Juan Carlos Campo Moreno

Ministro de Justicia






Saludos


 Excmo. Sr. Presidente de la RAJyL, Excmos/as. Sres/as. Académicos/as, Distinguidas Autoridades, Queridos/as Amigos/as, Sras. y Sres.

Decía el escritor inglés Daniel Defoe (1660/1731), experto en naufragios a través de su bien conocida novela Robinson Crusoe (1719) (1) , cuyo tricentenario cumplimos el año pasado (2019), que «todo nuestro descontento por lo que nos falta es el resultado de nuestra falta de gratitud por lo que tenemos».

A estas alturas de mi vida, personalmente, sólo me cabe expresar gratitud, pero permítanme un rasgo de sinceridad, también tengo que expresar el descontento que me produce el que muchos de nuestros semejantes, sin duda los más vulnerables y menos favorecidos, no puedan verse en la tesitura expresada por Defoe porque no tienen nada o, mejor dicho, tienen como único patrimonio «sus mocos y miseria», como dijo nuestro poeta/pastor Miguel Hernández.

Son los olvidados. Los invisibles.

A ellos quiero dedicar este discurso, como invitados privilegiados en esta docta casa, en la que algunos quizás piensen equivocadamente que están ausentes cuando, por el contrario, su presencia es permanente, según creo, a través del pensamiento crítico que debe presidir toda reflexión intelectual, fundamento de la labor estatutaria de la RAJyL no sólo para la investigación y cultivo del Derecho y ciencias afines sino también para la contribución para el perfeccionamiento de la legislación (cfr. art. 5 RD 919/2017, de 23 octubre, por el que se modifica el RD 1058/2005, de 8 de septiembre) (2) 

Decía que personalmente sólo tengo gratitud. Agradecimiento que no olvidaré porque creo, como afirmó 500 a. C el filósofo griego Quilón de Esparta, uno de los Siete Sabios de Grecia, que «es necesario olvidar el bien que se hace a otro, y sólo tener presente el que se recibe».

Gratitud a esta RAJyL porque me acogió como Académico Correspondiente y ahora lo hace en calidad de Honor. Sin duda, más por la que fue mi condición de secretario de Estado de Justicia que por cualquier otro mérito personal o profesional, lo cual considero de la máxima relevancia en cuanto supone un reconocimiento institucional al cargo que tuve el honor de ocupar hecho por la institución académica, que debe su distinción real en 1763 a otro secretario de Estado, el conde de Floridablanca, que también fue fiscal del Consejo de Castilla.

La mera coincidencia de algunos de los cargos del conde de Floridablanca, secretario de Estado y fiscal, con los míos, no pasaría de ser una mera anécdota si no fuera porque tiene un sentido institucional más trascendente que pretendo resaltar en este discurso, cual es la labor de aquellos intelectuales como el conde de Floridablanca que ocupando cargos políticos y judiciales se encontraron en la encrucijada de su tiempo histórico ante las ineludibles transformaciones que debían de realizarse en las estructuras del estado para el tránsito de una era a otra. Él, del Antiguo Régimen a la Era Moderna. Nosotros, de la Era Contemporánea a la Era Digital.

Es claro que comparto con aquellos no su condición de intelectual —siempre he expresado mi convicción de ser un humilde práctico del derecho, coincidente con el origen de esta RAJyL que fue sucesora de las antiguas Juntas prácticas de leyes fundadas en 1730 y 1742 (3) — pero sí que convengo con los intelectuales en su loable propósito de transformación de la Justicia y, por ende, de la sociedad para que esta sea más libre, igualitaria, justa y solidaria.

Ese propósito ético es el que debe inspirar las políticas públicas sobre la Justicia o la política judicial, en cuyo diseño y ejecución comparten papel los tres poderes del Estado, cada uno desde el ámbito de sus competencias pero en el que, sin duda, el poder Ejecutivo tiene un papel preeminente a la vista de lo dispuesto en el art. 97 de nuestra Constitución que encomienda al gobierno la dirección de la política interior y exterior del Estado.

Pero seamos breves. Como dijo nuestro genial Cervantes, «no hay razonamiento que, aunque sea bueno, siendo largo lo parezca». Por eso, a modo de síntesis, desarrollaré las siguientes ideas.






	 (1) 

	Véase FALCÓN, Rosa, Robinson y la Isla infinita. Lecturas de un mito. Recepción del mito de Robinson en la literatura española e hispanoamericana, Fondo de Cultura Económica de España, Madrid, 2018.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	BOE núm. 270, de 7 noviembre. En la redacción del art. 5 operada por el RD 1058/2005 se recogen los fines de la RAJyL. En el art. 3 del Decreto 27 de junio 1947 (BOE núm. 194 de 13 julio 1947) por el que se aprobaron los Estatutos de la RAJyL, la fórmula empleada para delimitar sus fines fue la siguiente: «La Real Academia de Jurisprudencia y Legislación tiene como fines la investigación y la práctica del Derecho y de sus ciencias auxiliares, debiendo, además, contribuir a las reformas y progresos de la legislación española». Personalmente, prefiero la palabra «progreso» a la de «perfeccionamiento» de la legislación española.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	
Como se indicó en el Decreto de 27 de junio de 1947, la RAJyL «es sucesora de las antiguas Juntas prácticas de leyes fundadas en 1730 y 1742…».

Práctica que hay que combinar con la dogmática para evitar el severo juicio contra la primera que formula Francisco TOMAS y VALIENTE cuando se refiere al género de las «Prácticas» en los siguientes términos: «El final degenerativo de una corriente doctrinal suele consistir en la hipertrofia o exageración de sus principios originarios». Así ocurrió con el «mos italicus» tardío y su obsesión por la práctica. Los comentaristas habían tenido el gran mérito de hacer útil para la vida cotidiana el Derecho de las fuentes justinianeas, pero en el siglo XVI la finalidad práctica se exagera, y obsesionados los juristas por conocer y dar a conocer la práctica, olvidan la labor creadora de dogmática jurídica, y se limitan en muchos casos a contar los usos existentes en tal o cual materia y preferentemente la práctica forense o «stylus curiae».

Tiberio Deciano (1508-1582) en polémica contra Alciato afirmaba que lo importante para un jurista no er glosar e interpretar las leyes romanas, sino conocer y mejorar las necesidades prácticas del presente: «Practica est finis jurisprudentia». La exageración de esta orientación había de conducir al empobrecimiento de ideas, a la falta de libertad creadora y a escribir para informar de los que se practicaba.

Esta última finalidad de las obras sobre la práctica era en cierto modo lógica y venía a completar la unilateral formación universitaria. El jurista que salía de las aulas conocía lo que decían los romanos y sus comentaristas. Pero no sabía lo que se practicaba en el foro o en el ejercicio de la abogacía. «Practica, qui caret, non est bonus iurisconsultus», decía también Deciano. Y con esta preocupación inicialmente complementaria comenzó a cultivarse este género. Obra modelo del mismo y continuamente reimpresa fue la de Roberto Maranta, editada en Nápoles, 1540, con el título de Speculum aureun et lumen advocatorum in Practica civilis. Otra posterior y también muy famosa fue la Practica criminal, de Próspero Farinaccio.

Pronto el género se cultivó en Castilla. Gabriel Monterroso y Alvarado publicó en 1563 una Práctica civil e instrucción de escribanos; Gonzalo Suárez de Paz, hijo de un canónigo y catedrático de la Universidad de Salamanca, publicó en 1583 una Praxis ecclesiastica et secularis, notable por su calidad; Antonio de la Peña escribió un Orden de los juicios y penas criminales, inédito; Alfonso de Villadiego publicó en 1612 su Instrucción práctica y política judicial; ya en pleno siglo XVII Gerónimo Fernández de Herrera y Villarroel publicó otra Práctica criminal (1671), y Manuel Fernández de Ayala su Práctica y formulario de la Chancillería de Valladolid (1667)

(…) Las «Prácticas» continuaron apareciendo en el siglo XVIII e incluso a principios del XIX (Elizondo, Álvarez Posadilla, Vizcaíno Pérez, Vilanova y Maés, José Marcos Gutierrez…), Manual de Historia del Derecho Español, 4ª edición, 14ª reimpresión, Tecnos, Madrid, 2006, pp. 316 y 317.

También cabe añadir a la lista de estos prácticos a Manuel Silvestre Martínez, cuya obra de ocho tomos publicada en Madrid entre 1763 a 1774 se titula Librería de Juezes utilissima, y universal, para abogados, Alcaldes Mayores y Corregidores, Juezes de Refidencia, y de Vifita, Efcribanos, Receptores de Caftilla, y Aragòn, Regidores, Juntas de Propios, Contribucion, Pòfitos, y demás individuos de Tribunales Ordinarios: dividida en los feis Capitulos, que expresffa la Tablla inmediata al Prologo. La obra viene dedicada el tomo primero al Ilustrisssimo Señor Don Diego de Roxas y Contreras, Governador del Supremo Confejo de Castilla, &c., el tomo segundo a octavo, al Excmo. Sr. D. Pedro Pablo Abarca de Bolea Ximénes de Urrea, &c. Capitán General de los Exercitos, y de Caftilla la Nueva, Dignifimo Prefidente del Supremo Real Confejo, &.&.&. Conde de Aranda (en posesión del autor de este trabajo).

La obra del Licenciado D. Francisco Antonio de Elizondo se titulaba Practica Universal Forense de los Tribunales Superiores de España, y las Indias. Su origen, jurisdicción, conocimiento y método de substanciar todos, y qualesquiera pleitos, con la fórmula de las acciones que comprehenden, excepciones, recursos, y su matria hasta la final determinación conforme al estidolo práctico de cada una de las Chancillerías, Audiencias, y Consejo de Navarra, Impresa por D. Joachin Ibarra, Impresor de Cámara de S.M. dedicada en el tomo II al conde de Aranda pero en los siguientes tomos al Excmo. Sr. D. Joseph de Moñino, conde de Floridablanca, Caballero del Orden de Carlos Tercero, Fiscal, y uno de los individuos que fue del Consejo, y Camara de Castilla, ministro de S.M. cerca de la Santa Sede, del Consejo de Estado, Primer Secretario de su Despacho, e interino del Universal de Gracia, y Justicia, Superintendente general de Correos, y Postas de la Renta de Estafetas de España, y de las Indias y de los Positos del Reino. El autor de este discurso está en posesión de cuatro tomos publicados en tercera impresión entre 1778 a 1784. La biblioteca virtual del Instituto Cervantes señala como fechas de publicación original 1783 a 1788. Pero dicho dato no puede corresponder a una edición «original» de ocho tomos sino posterior de la que poseemos de cuatro tomos por las fechas ya reseñadas anteriores a esta supuesta edición original. En una búsqueda por internet, el tomo I de esta obra se data de 1779, suponemos de una impresión diferente.

También cabe reseñar, la obra de Vicente Vizcaíno Perez, del Consejo de S.M. y Fiscal en la Real Audiencia del Reyno de Galicia, se titula Código y Práctica Criminal arreglado a las Leyes de España que para dirección de los Alcaldes y Jueces Ordinarios y Escribanos Reales escribió D. Vicente Vizcaíno Perez. Editado por la Imprenta de la Viuda de Ibarra, Madrid, 1797 (Tomo I y III en posesión del autor de este discurso).

Por último, de nuestra biblioteca citaremos el Manual de Practica Forense en forma de diálogo, con el correspondiente formulario de pedimentos, de don Eugenio de Tapia, 4ª edición, Librería Pérez, Madrid, 1832.
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Abstract


 Nos proponemos reflexionar sobre los intelectuales y la política judicial, principalmente, por tres razones.

En primer lugar, porque pensamos con ORTEGA Y GASSET (1)  que ««Política es tener una idea clara de lo que se debe hacer desde el Estado de una nación» (2)  y no debe pretenderse excluir del político la teoría: la visión puramente intelectual» (3) .

Si bien resulta cierto que el político no es estrictamente un intelectual y que los intelectuales cuando ejercen la política pueden convertirse en unos «náufragos» (4) .

¿Estamos en la relación entre los intelectuales y la política ante un naufragio histórico?

En segundo lugar, porque es constante en la historia política del pensamiento la preocupación para que el poder no se ejerza de manera tiránica o abusiva, por las terribles consecuencias que ha tenido en las personas. La limitación del poder y la conceptualización de modelos de gobierno que evitaran esos abusos ha partido siempre de pensadores e intelectuales adelantados a su tiempo.

En muchas ocasiones, incluso, esos intelectuales han participado activamente en la política para intentar implementar sus ideas. De esta manera, los intelectuales en la historia política han asumido un papel de críticos al ejercicio del poder y con ello intentar limitarlo. Una lucha constante y desigual, de limitación del poder por parte del ser humano para la garantía de sus derechos.

En tercer lugar, la Justicia ha sido el instrumento por excelencia para la protección de los derechos de la persona, considerada tanto individual como colectivamente. Surgió como ideal en la Grecia antigua y desde la edad Moderna se ha convertido en un poder del Estado como paradigma de lo justo.

Sin embargo, el Poder Judicial y la Administración de Justicia actual, que siguen respondiendo a esquemas y diseños decimonónicos, necesita de una profunda reconceptualización para adecuarse a los retos del siglo XXI, para seguir siendo instrumentos cruciales en la garantía de los derechos humanos.

Por eso, en nuestro entorno geográfico-cultural, con la consolidación de las expresiones democráticas del poder, la labor de los intelectuales ha cambiado, como también ha cambiado el objeto de su preocupación, centrándose no tanto en la limitación en sí del poder, sino en las formas que coadyuvan a su limitación, como la calidad en el desempeño de esos poderes, en el óptimo funcionamiento y diseño interno (y de la democracia misma)

En uno u otro escenario, el telón de fondo siempre debe constituirlo el ser humano y la garantía de su dignidad y de sus derechos. Eso no ha de cambiar, pues en la actualidad ciertos usos de los nuevos avances tecnológicos suponen una amenaza, en muchos casos ya real, para el disfrute de los derechos, como los algoritmos que comprenden la inteligencia artificial y el big data, tanto por parte de los poderes públicos como de poderes económicos privados.

Históricamente, el compromiso del intelectual en la política tiene sus raíces en el mundo grecorromano expresado a través de los filósofos que ocuparon cargos políticos (v.gr. Cicerón y Marco Aurelio).

Dentro de esa corriente filosófica-jurídica con incidencia en la política, los teólogos españoles de los siglos XVI y XVII sentaron las bases jurídicas de un incipiente humanismo desde su concepción teocrática sobre la política.

Fueron, sin embargo, los intelectuales de la Ilustración quienes en el siglo XVIII plantearon la secularización del poder y abordaron las reformas necesarias para que la Justicia dejara de ser un atributo del absolutismo real y se constituyera en un poder independiente del Estado según la doctrina de la división de poderes de Montesquieu.

Durante los siglos XIX y XX, tanto el pensamiento conservador como el progresista y dentro de este el socialismo humanista, ahondaron en el papel de la Justicia y su gobierno, en el marco de las tensiones entre los tres poderes políticos del Estado, sin profundizar en la influencia del poder económico.

La Justicia rectius no se limita solo a su aspecto jurisdiccional, juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, que es competencia exclusiva del Poder Judicial sino que siendo una cuestión de Estado, sobre ella necesariamente inciden los tres poderes del Estado, cada uno en el ámbito de sus competencias respectivas delimitadas por la Constitución y las leyes.

El siglo XXI se abre a una nueva Era Digital en el que los derechos y las libertades, que debe amparar el gobierno de la Justicia, no pueden escapar a las determinaciones de un poder económico expansivo al que hay que limitar, de nuevo, mediante una política humanista para que el poder esté al servicio de la Humanidad y no a la inversa.

En este contexto, el compromiso actual de los intelectuales con una política judicial más humana, en un renovado encuentro entre la tradición y la modernidad, pienso que debe traducirse en la clásica lucha por el derecho contra la injusticia, que reivindicara Ihering en 1872.

El hilo conductor de todo ello viene marcado por la evolución de los derechos humanos desde el siglo XVIII al XXI, es decir, desde su primera generación a la cuarta actual.

En efecto, los derechos humanos de primera generación son los liberales proclamados en el siglo XVIII con la Revolución Francesa (1789), libertad, igualdad y fraternidad.

Los derechos de segunda generación nacen en el siglo XIX, a raíz de la Revolución Industrial, y se traducen en los derechos económicos y sociales frente al capitalismo industrial.

La tercera generación de los derechos, los derechos solidarios, se manifiesta en el siglo XX, para atender las necesidades del llamado Tercer Mundo.

Por último, el siglo XXI es el siglo de la Era Digital, en el que la cuarta generación de derechos viene marcada por los derechos digitales.

En realidad, cada generación de derechos humanos ha tratado de dar respuesta a retos diversos. Frente a los civiles y políticos, que propiciaron el surgimiento de la primera generación de derechos, la segunda y tercera generación, respondieron a otros de índole económica, social, cultural y medioambiental. Es ahora, con la cuarta generación, cuando se plantean retos que afectan específicamente a la propia existencia del individuo, como los que se derivan del acceso masivo de la ciudadanía a las tecnologías digitales.

Cualquier regulación jurídica que se precie debe responder a la realidad social, que como es conocido se erige en uno de los criterios interpretativos de las normas según nuestro art. 3.1 CC junto con el sentido propio de sus palabras, el contexto y los antecedentes históricos y legislativos.

Es un tópico ya decir que Internet ha cambiado nuestras vidas (5) . Los avances tecnológicos están planteando serios retos al Derecho tradicional hasta el punto de que ya hace tiempo se habla de los derechos de cuarta generación para referirse a los que nacen en la era digital, como son entre otros los derivados de la protección de datos personales vinculados al derecho a la intimidad (6) .

La tecnología, al igual que los avances científicos, siempre va por delante del Derecho. Pero estos avances sólo deben contextualizarse en el campo de la técnica, ya que al Derecho corresponde una dimensión que excede de los paradójicamente estrechos campos técnicos, los cuales son sólo meros instrumentos materiales.

La dimensión jurídica, aun siendo también un instrumento para la convivencia social, trasciende a la tecnología porque se adentra histórica y culturalmente en el mundo de los valores, el cual ante los conflictos encuentra respuesta racional en la Justicia según su clásica concepción que se debe a la conocida frase de Ulpiano (170/228) recogida posteriormente en el Digesto de Justiniano (533) de «Iustitia est constans et perpetua voluntas ius suum cuique tribuendi. Iuris praecepta sunt haec: honeste vivere alterum non laedere, suum cuique tribuere». «La justicia es la voluntad constante de conceder a cada uno su derecho. Los preceptos del derecho son estos: Vivir honestamente, no dañar a otros y dar a cada uno lo suyo».

El fortalecimiento de la paz universal y el acceso a la justicia se encuentran interrelacionados como elementos de progreso y así lo destaca la nueva Agenda Mundial 2030 para el Desarrollo Sostenible aprobada por la Organización de las Naciones Unidas (ONU) (7) . En ella se afirma tajantemente que «sin paz, estabilidad, derechos humanos y gobernabilidad efectiva basada en el Estado de Derecho, no es posible alcanzar el desarrollo sostenible» (Objetivo 16).
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1. Introducción: intelectuales y política judicial. La justicia y el derecho como formas culturales de emancipación humana


 La generalidad de los autores vincula a los intelectuales con la justicia. Bien es cierto que no tanto en el estricto ámbito de lo que conocemos como política judicial, tantas veces desdibujada en el confusionismo, cuanto en el del valor justicia.

Ahora bien, permítannos que empecemos con una pregunta, ya que coincidimos con EINSTEIN en pensar que cuando nos aproximamos científicamente ante un fenómeno debemos hacernos más preguntas que afirmar respuestas. ¿Hasta qué punto la política judicial puede estar alejada del valor justicia? ¿Cabe hablar de una política judicial injusta? ¿La política judicial admite adjetivos? ¿Cómo sería una política judicial justa? ¿Qué representa una política judicial humanista?

Suscitados estos interrogantes, sólo haremos algunas reflexiones para contribuir al debate, sin otro ánimo que hacerles partícipes de nuestras propias preocupaciones en la búsqueda de fórmulas que nos permitan alcanzar el bien común, que es tanto el colectivo como el individual porque ¿acaso puede existir el uno sin el otro?

Bien común, esa vieja aspiración del bienestar a la que se refería CICERÓN cuando dijo «Salus populi suprema lex est». ¿Es la salud, el bienestar, la felicidad añorada?

Veamos

La idea de justicia en el ser humano parece adentrarse en la noche de los tiempos (1) . La epopeya de Gilgamesh, la obra épica más antigua conocida, escrita en una tablilla en acadio, que se conserva en el Museo Británico, narra las peripecias del rey Gilgamesh hace más de cinco mil años (2) . Su posición de rey tiránico e injusto motiva la intervención de los dioses y sus posteriores peripecias en busca de la inmortalidad, tras la muerte de su amigo y compañero de aventuras Enkidu (3) 

Como señala Raquel LÓPEZ MELERO en Estudios de arqueología jurídica, del que fue coautor Ángel SÁNCHEZ DE LA TORRE, «El nuevo valor social supremo de las comunidades políticas helénicas es la justicia, un concepto que tiene un amplio desarrollo teórico a lo largo de la historia del pensamiento griego, pero que subyace en forma rudimentaria e intuitiva a la formación de la polis desde comienzos de la Época Arcaica, estimulando desarrollos constitucionales de los estados. Y a la justicia, a (4)  se opone la B (5)  de la épica que aparece como un antivalor» (6) 

En cuanto a la justicia o su ideal (7) , son muchas las acepciones de la palabra justicia (8) , entre las que destacaremos aquella que la considera valor superior del ordenamiento jurídico (cfr. art. 1.1 CE) y las que se refieren al Poder Judicial, a la Administración de Justicia o al ministerio que represento.

Con carácter general, la voz justicia, como es sabido, procede del término latino iustitia. En el Derecho Romano, el jurista Ulpiano (170-228), que se inspiró en la filosofía griega de pitagóricos y estoicos, la empleó para su definición una fórmula única e insuperable: Iustitia est constans et perpetua voluntas ius suum cuique tribuendi, es decir, la justicia es la constante y perpetua voluntad de dar (conceder) a cada uno su derecho.

También son únicos e insuperables aquellos clásicos preceptos o mandatos del derecho: «honeste vivere, alterum non laedere et suum quique tribuere» («vivir honestamente, no hacer daño a nadie y dar a cada uno lo que le corresponde o lo suyo»), reglas de conducta de los juristas, que hacemos propias a lo largo de nuestras vidas.

La palabra justicia designó, originalmente, la conformidad de un acto con el derecho positivo, no con un ideal supremo y abstracto de lo justo. A dicho concepto objetivo corresponde, en los individuos, una especial actividad inspirada en el deseo de obrar siempre conforme a derecho; desde este punto de vista, Ulpiano definió la justicia, según el texto transcrito. Resulta así que la iustitia es una voluntad que implica el reconocimiento de lo que se estima justo y bueno (aequum et bonum). Cuando las acciones humanas se adecuan a la ley, los principios jurídicos se concentran de manera constante y perpetua. De tal modo, la justicia pierde su contenido abstracto, de valor ideal y estático, transformándose en práctica concreta, dinámica y firme que permanentemente ha de regir las conductas.

BUXADÉ, José (1910) (9) , la define como «Supremo ideal de la verdad en la apreciación y sanción por el hombre, de las acciones humanas», el cual indica que la Enciclopedia jurídica en la que escribe no puede tratar la Justicia bajo el punto de vista filosófico, religioso, político ni social sino sólo el jurídico ya que «La justicia, considerada puramente por la razón, ha sido, es y será eternamente un ideal que no puede cristalizar, por tanto, nunca en la realidad, porque se funda en la verdad subjetiva, y la verdad subjetiva ha sido, es y será siempre relativa según los países, los tiempos, las ideas, las circunstancias y los hombres».

Desde el punto de vista jurídico, afirma este autor que:

«Considerada la justicia jurídicamente como reguladora del derecho de todos y de cada uno mediante el poder de garantizarlo o de castigar su conculcación, se ha dividido en moral y civil, universal y particular, conmutativa y distributiva, y expletiva y atributiva», añade posteriormente que ninguna definición llega a la altura de las contenidas en compendio en nuestro Código de las Partidas, «en el que el justamente llamado Alfonso el Sabio recopiló los conocimientos jurídicos alcanzados hasta su tiempo (1252-1284), agregando los geniales propios y formando con unos y otros el mejor tratado que nos legaron los antiguos sobre la ciencia del Derecho. Define, en efecto, el Código Alfonsino la justicia, diciendo que es «una de las cosas porque mejor y más enderezadamente se mantiene el mundo y que es como fuente de donde manan todos los derechos (…) Y en las leyes 1ª y 2ª, tít. I de la Partida 3ª, agrega que la justicia es "raigada virtud que dura siempre en las voluntades de los omes justos, e da e comparte a cada uno su derecho e igualmente"; resumiéndose en estos tres mandamientos: "1º que ome viva honestamente; 2º, que non faga mal ni daño a otros, 3º, que dé su derecho a cada uno. Y que el que los cumple face lo que debe a Dios e a sí mismo, e a los omes con quien vive, e cumple e mantiene la justicia". Definiciones realmente magistrales para aquella época y para todos los tiempos porque contienen los principios inmutables de la igualdad y fraternidad humanas, derivados de la virtud» (10) .


Finaliza dicho autor lamentándose de la imperfección humana y de la relatividad de la justicia como poder de juzgar, lo que lleva a plantearse su constante reforma «hasta alcanzar, si no la debida, la posible perfección» (11) .

Sobre el concepto de Justicia en nuestra cultura occidental hay que tener en cuenta que ha sido objeto de reflexiones históricas, filosóficas, teológicas y legales. Se ha considerado una virtud subjetiva. Pero también como un valor y fin del Derecho, así, BOBBIO la define como «aquel conjunto de valores, bienes o intereses para cuya protección o incremento los hombres recurren a esa técnica de convivencia a la que llamamos Derecho».

El filósofo político-liberal, John RAWLS (1921-2002) dice que:

«La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales, así como la verdad es a los sistemas de pensamiento». En su famosa obra A Theory of Justice, RAWLS argumenta heurísticamente en favor de una reconciliación de los principios de libertad e igualdad a través de la idea de la justicia como equidad. Para la consecución de este fin, es central su famoso acercamiento al aparentemente insuperable problema de la justicia distributiva» (12) .


La Justicia y la Ética deben ir unidas.

Sócrates destacó esta unión, si bien Platón en boca de Trasímaco afirmó que «la Justicia es simplemente el interés del más fuerte» (13) , afirmación que, por desgracia, opera en muchas realidades, que hay que transformar para que, al contrario, la Justicia proteja al débil frente al más fuerte.

Pero si hablamos de Justicia, cómo no del Derecho.

Al margen de las muchas citas que pueden hacerse alrededor del Derecho, quisiéramos destacar con Henry SUMNER MAINE (14) , al referirse a las primeras ideas jurídicas en el Derecho Romano, que:


«El lenguaje de los expositores da a entender que aquel sistema descansa en las XII Tablas de los decenviros (…) Pero detrás de ellos hay, sin duda, numerosos fenómenos jurídicos más antiguos. Documentos existen que pretenden informarnos sobre estos fenómenos primitivos del derecho; pero, hoy por hoy, mientras la filología no haya completamente analizado la literatura sanscrita, no tenemos textos de información más que en los poemas homéricos, considerados, no como una historia de hechos positivos, sino como una descripción, no siempre fantástica, de un estado social conocido por el poeta. (…) Si podemos llegar a determinar las formas primitivas de los conceptos jurídicos, es por medio de los poemas: las ideas rudimentarias del derecho son para el jurisconsulto lo que las capas primitivas de la tierra para el geólogo, en cuanto contienen en embrión todas las formas que el derecho ha tomado posteriormente. (…) Las primeras nociones relativas a la idea, hoy tan excesivamente desarrollada, de una ley o norma de la vida, están expresadas en las palabras de Themis y Themistas que emplean los poemas homéricos. Sabido es que Themis aparece en el Panteón griego de los últimos tiempos como diosa de la justicia; pero ésta es una concepción moderna, una idea ya desarrollada, que tiene un sentido muy distinto de aquel con que se ve figurar a Themis en la Iliada como asesora de Zeus.

Todos los observadores fehacientes que han estudiado la condición primitiva de la humanidad saben bien que, en la infancia del género humano, los hombres no concebían una acción constante o periódica sin la existencia de una personalidad a quien referir la acción. El viento que soplaba era una persona, persona divina; el sol, al levantarse, en su zenit, y en su ocaso era también una persona, y una persona divina; la tierra dando sus productos lo era del mismo modo. Al igual del mundo físico se comprendía el mundo moral. Así, cuando el rey terminaba un litigio por una sentencia, se suponía que ésta era el resultado de una inspiración divina. Y la persona divina que dictaba las sentencias de los reyes y hasta de los dioses, los más grandes de los reyes, era Themis».



Dicho lo anterior, el estudio de los intelectuales (15)  que centraron sus reflexiones, e incluso participaron activamente en la política, ayuda a explicar y comprender con mayor detalle y profundidad, y en sus debidos términos, nuestra historia. Es difícil comprender el presente y más complicado aún encarar el futuro si no se conoce nuestro pasado. Como claramente sintetizó CICERÓN, «Historia magistra vitae est» (16) .

Los pensadores, intelectuales, sin duda, han participado en el poder aunque de distintas formas. Coincidimos con Victoria CAMPS cuando critica el que se entienda equivocadamente por algunos intelectuales que la inteligencia y el poder son incompatibles (17) .

Siguiendo a esta autora, hay que recordar que en la Grecia clásica, los sofistas, a través de su relativismo teórico, conseguían justificar cualquier tipo de postura, incluso de corte tiránica. Hubo estoicos, como MARCO AURELIO, que compatibilizaron la austeridad de su ideario con la función de emperador.

Permítannos un paréntesis sobre MARCO AURELIO, un intelectual que ejerció la política y que definió así al hombre bueno, cuyos rasgos (verdad y justicia) deben caracterizar no sólo al intelectual sino a todos los seres humanos (v.gr. en el mismo sentido, GRAMSCI, WINOCK, entre otros)

«(…) queda lo propio del hombre bueno: amar, recibir con buen ánimo lo que venga y lo que le ha sido urdido por el destino; no confundir ni turbar con una muchedumbre de imaginaciones al genio interior asentado en su pecho, sino cuidar de que esté contento, que siga al dios con buena disposición, sin decir nada contrario a la verdad, ni hacer nada contrario a la justicia. Y si todos los demás hombres desconfían de él, por vivir de manera sencilla, modesta y honrada, no encoleriza con nadie, no se desvía del camino que conduce hacía el fin de la vida, por el que hay que caminar puro, tranquilo, desprendido, voluntariamente adaptado a su propia suerte»


Ya en la modernidad —continúa CAMPS— tanto los jacobinos como los padres fundadores, los saintsimonianos, los utilitaristas, los fabianos, los bolcheviques jugaron un importante papel, no siempre afortunado, en el devenir de la política.

La razón y el progreso perseguidos en la modernidad ceden en la postmodernidad ante el pensamiento relativista, ante formas líquidas como lo definiría Zygmunt BAUMAN, y la percepción de su pensamiento es condicionada por los medios de comunicación y las redes sociales.

De todas formas, como afirma Victoria CAMPS, «en la democracia es difícil que el intelectual cumpla un papel sin comprometerse con lo establecido» (18)  Al final en la democracia, su presencia legitima el sistema a pesar de los fallos que hayan podido denunciar. «En una democracia, el papel del intelectual no debe consistir solo en criticarla, sino también en influir en ella. Las democracias son regímenes estables», pero se necesita «cierta legitimación ideológica procedente de quien a su vez se erige» en la voz de la conciencia «de las deficiencias democráticas» (19) .

Como afirmaba Max WEBER en su conferencia La política como vocación (1919) (20) , el intelectual debería vivir «para» la política y no «de» la política.

No obstante, cabe pensar que la relación del intelectual que vive «para» la política entrando a ejercerla es sumamente problemática.

Por ejemplo, el intelectual Jorge SEMPRÚN MAURA (21) , ministro de Cultura durante los años 1988 a 1991 en el gobierno socialista presidido por Felipe González, comentando su papel en dicho gobierno afirmaba: «Un intelectual, cualquiera que sea la parcela de poder que ocupe, por mínima que sea, no puede dejarse absorber por su función. Tiene que seguir existiendo por sí mismo, hablando en su propio nombre, con una voz limpia de toda contaminación de oportunismo gubernamental (que no puede confundirse con la razón de Estado, la cual forma parte legítimamente parte de la Razón democrática), si no quiere abdicar de su identidad». Continuaba SEMPRÚN preguntándose y respondiéndose: «¿Había aprendido algo esencial durante mis años ministeriales? Nada esencial, a mi entender. Nada sobre el poder, en todo caso. Nada que no supiera ya por los libros. De Platón a Dante, de Bodin a Max Weber, de Maquiavelo a Montesquieu, de Tocqueville a Lenin (…), todo está en los tratados y en los libros. Las razones del poder, su oscura e irradiante racionalidad. En cuanto a las sinrazones, basta con leer a Sófocles y a Shakespeare»

La palabra intelectual es de por sí compleja y suscita muchos problemas (22) . Nos gustaría más hablar de corrientes del pensamiento o de la inteligencia pero es cierto que estas corrientes se personifican en los intelectuales, cuya mención es obligada aunque críticamente.

JOHNSON (23)  se muestra despiadado en esa crítica a los intelectuales tras estudiar a Rousseau, Shelley, Marx, Ibsen, Tolstoi, Hemingway, Brecht, Russell, Sartre, Wilson, Gollancz, Hellman, Orwell, Waugh y Connolly, emite un juicio muy negativo de los intelectuales, en los siguientes términos:

«(…) Hace alrededor de doscientos años que los intelectuales laicos comenzaron a reemplazar al antiguo clero como mentores y guías de la humanidad (…) hoy en día detecto un cierto escepticismo público cuando los intelectuales se paran a predicarnos, una tendencia creciente entre la gente común a discutir el derecho de los académicos, escritores y filósofos, por eminentes que puedan ser, a decirnos cómo comportarnos o manejar nuestros asuntos. Parece generalizarse la creencia de que los intelectuales no son más sabios como mentores ni más respetables como modelos que los hechiceros o sacerdotes de antaño. Comparto ese escepticismo. Una docena de personas elegidas al azar en la calle es probable que nos dé opiniones sobre asuntos de moral o de política por lo menos tan sensatas como las de un grupo representativo de los miembros de la clase intelectual. Pero yo iría más lejos. Una de las principales lecciones de nuestro trágico siglo, que ha visto tantos millones de vidas humanas sacrificadas en proyectos para mejorar el destino de la humanidad es: cuidado con los intelectuales. Sólo debería mantenérselos bien alejados de los resortes del poder, también deberían ser objeto de una especial sospecha cuando buscan dar consejo colectivo. Cuidado con los comités, conferencias y ligas de intelectuales. Hay que desconfiar de las declaraciones públicas procedentes de sus filas apretadas. No hay que darle importancia a sus juicios sobre líderes políticos o acontecimientos importantes. Los intelectuales, lejos de ser gente altamente individualista e inconformista, siguen ciertos patrones regulares de conducta. Tomados como grupo, son a menudo ultraconformistas dentro de los círculos formados por aquellos cuya aprobación buscan y valoran. Eso es lo que los vuelve, en masse, tan peligrosos, porque les permite crear climas de opinión y ortodoxias prevalecientes, que a su vez generan a menudo cursos de acciones irracionales y destructivos. Sobre todo, siempre debemos recordar lo que los intelectuales habitualmente olvidan: que las personas importan más que los conceptos y deben ser colocadas en primer lugar. El peor de todos los despotismos es la tiranía desalmada de las ideas».


Por su parte, WINOCK (24)  se pregunta sobre el fin de los intelectuales, concluyendo que:

«Más grande, más profundo, más duraderos que los gritos de los panfletarios y los manifiestos es el trabajo cotidiano de los intelectuales anónimos (sobre todo, como educadores) que me parece que debería reconocerse como verdadero contrapoder, a la vez crítico y orgánico, en el seno de la sociedad democrática. La conciencia cívica, la negativa a creerse en tanto personal o en tanto grupo de otra esencia, la cooperación activa en el querer vivir juntos, en resumen, las bases éticas de nuestra sociedad imperfecta pero perfectible no son monopolio de algunos, sino un asunto de todos».


La que fue catedrática de Historia Contemporánea salmantina Dolores GÓMEZ MOLLEDA (1922-2017) en su estudio «La función social de las élites intelectuales en la España contemporánea» (25)  resalta que «La elite intelectual como grupo humano es difícil de definir, y su papel social, difícil asimismo de determinar (…) Como es sabido, el término elite se ha utilizado en general para designar todo tipo de personas y cosas con sentido de preeminencia. Para Raymon Aron «élites son todos los que en las diversas actividades van a la cabeza de la jerarquía, ya en término de riqueza o de prestigio».

Siguiendo a GÓMEZ MOLLEDA que, a su vez cita a MARSAL (26) :

«…por intelectual se ha entendido hasta ahora cosas distintas: al hombre literato u homme de lettres; a todo individuo con título educación superior; al trabajador intelectual, es decir, a todo aquel que trabaja más con la cabeza que con las manos; a todos aquellos que crean, distribuyen o aplican cultura, y, finalmente, al ideólogo de clase o partido. Otras definiciones han contemplado el contenido del término intelectual por oposición. Son intelectuales los sofistas, en relación a Platón; los enciclopedistas, en relación a Rousseau; los ideólogos, en relación a Marx; los profesores, en relación a Nietzsche. Recurso estimulante, desde luego, pero que no salva las dificultades objetivas del tema (27) . De todos modos, estas imprecisiones vienen a ser reflejo de la cambiante imagen que la noción de intelectual ha ido experimentando a lo largo del tiempo y de los problemas que su identificación ha planteado a la contemporaneidad».


A pesar de ello, GÓMEZ MOLLEDA opta por aceptar la definición de MARSAL, según el cual «Intelectual es aquel que generaliza el saber, en forma más o menos literaria, para un público más amplio que el de su círculo profesional (28) ».

Si resulta problemática la definición de intelectual también lo es su clasificación (v.gr. cuadros académicos superiores, profesiones liberales y artistas —BODIN—), sus rasgos psicosociales (relevancia de las ideas o valores y su preocupación ética y estética mediante la crítica social) o su función social (inclusión o no en los bloques sociales fundamentales, vinculados a la producción y distribución de los bienes económicos —GRAMSCI o MANNHEIM—).

Somos conscientes que el término «intelectual» es polémico y que buscar un concepto de él, empresa imposible. La mayoría de las referencias bibliográficas sobre el particular, que se detallan en la bibliografía de esta obra, lo centran en filósofos (Sartre u Ortega y Gasset) del pasado siglo XX pero no faltan escritores (v.gr. generación del 98 en España, con Unamuno, Baroja, Maeztu, Azorín, Ortega y, por otro lado, Azaña —SÁNCHEZ ILLÁN— (2002). Resulta muy interesante la perspectiva de MARICHAL (1990) en su obra El intelectual y la política en España (1898-1936), donde se recogen cuatro conferencias suyas sobre Unamuno, el intelectual como disidente; Ortega, el intelectual como constructor; Azaña, el intelectual como estadista y Negrín, el científico como gobernante. GARCÍA SANTESMASES, Antonio (2003, 88), entiende por intelectual «al pensador que trata de influir, de condicionar, de orientar la opinión pública a través de los medios de comunicación».

Pedro LAÍN ENTRALGO, en su estudio «El intelectual y la sociedad en que vive» (1960) define al intelectual en los siguientes términos: «es el hombre que profesional o vocacionalmente se consagra a la tarea de buscar, conquistar y expresar la verdad». Ya ORTEGA había dicho que «el intelectual sólo puede ser útil como intelectual, esto es buscando sin premeditación la verdad». Por otra parte, el mismo ORTEGA en su artículo «El intelectual y el otro» (1940) es crítico con la noción de intelectual, al desvincularla de los oficios de escritor, filósofo, profesor, hombre de ciencia, indicando «Ser intelectual no es cosa que tenga que ver con el yo social del hombre (…) Se es intelectual para sí mismo, a pesar de sí mismo, contra sí mismo, irremediablemente».

Con mayor concreción, desde un planteamiento que compartimos, LAÍN ENTRALGO afirma:

«(…) el verdadero intelectual sabe muy bien que el disfrute de la libertad es parte integrante de la justicia; y complementariamente, que sólo orientado hacia la justicia se legitima plenamente el ejercicio de la libertad. Una justicia que haga a los hombres más libres y una libertad que les haga más justos serán siempre la meta principal de la operación del intelectual entre sus ciudadanos».


Ante cierta dificultad en la definición del intelectual, nosotros pensamos sobre el intelectual que a pesar de que se coincide en su inicio con el affaire Dreyfus y el célebre «J´accuse» de ZOLA (1898) (29) , se quiere aquí trascender cualquier polémica o categorización esterilizante (30)  y, simplemente, acudir a la labor de personajes ilustrados, pensadores, personas cultivadas en principio queremos pensar, pretendieron aportar lo mejor de su intelecto a favor de las personas en el marco de lo que puede entenderse como política judicial. De una política judicial humanista.

En efecto, no desconocemos, como recuerda la bibliografía al uso, que la generalización del término intelectual surgió a raíz del Manifiesto de los intelectuales iniciado por el novelista Emilie Zola en 1898 para denunciar el affaire Dreyfus. Como señala Juan MARICHAL, «… desde 1894, pero sobre todo en 1898, Francia se dividió ideológicamente entre los defensores del capitán judío Dreyfus y los que mantenían la legitimidad de la condena por traición y espionaje impuesta por un tribunal militar. (…) la generalización del uso (del término intelectual) como denominador común de una colectividad profesional, de un grupo de presión política y social, data exactamente de 1898. Es decir, el affaire Dreyfus (31)  marcó la entrada en la política francesa de los intelectuales como tales, iniciándose así una nueva época en la historia política e intelectual de la Europa occidental» (32) .

No obstante, valga una pequeña reflexión para abundar más en la justificación del tema de este libro, donde utilizamos el término intelectual en un sentido más amplio, en el que prima la actividad política del intelectual diferente a lo que se ha categorizado en la bibliografía como el modelo de intelectual político.

Desde esta perspectiva, GÓMEZ MOLLEDA recuerda que C.W. MILLS ha apuntado la existencia de un modelo de intelectual, el de intelectual político, el cual centra su trabajo sobre símbolos que justifican, desprestigian o distraen la atención de la autoridad o su ejercicio: «Están especializados en el manejo de estos símbolos y estados de conciencia política; crean, apoyan y critican las creencias y las ideas que sostienen o atacan a las clases dominantes, sus instituciones y su política» (33) .

Pero nuestro planteamiento es referirnos al intelectual que da el paso a la política activa. Ese intelectual, pensamos que es, ante todo, una persona valiente y comprometida con sus ideas, que busca la verdad y lucha contra la injusticia para que los hombres y las sociedades sean más libres y justas.

En su conferencia, ya citada, La política como vocación (1919), Max WEBER, como recuerda Victoria CAMPS, distinguió entre la ética de la convicción (Gesinungsethik) y la ética de la responsabilidad (Verantwortungsethik), que considera una ética de segundo orden, representando el intelectual únicamente la primera.

Sin embargo, el político, o «el hombre de acción» usando las palabras del filósofo alemán, debería ser una mezcla de ambas (34) .

La condición para ser político implica, por tanto, parafraseando el famoso título de la obra teatral de Jean Paul SARTRE, Las Manos sucias (1948) (35) , «ensuciarse las manos», tratando de ver la realidad cara a cara, como solicitaba PLATÓN a los hombres de la caverna (36) .

El intelectual, en cambio, se queda en su atalaya de la crítica y de principios e ideas puras, pero si no se baja al terreno de la política, puede derivar en inmovilismo. Los principios, como señala Victoria CAMPS, «pueden ser tiránicos, por demasiado angélicos o por demasiado flexibles» (37) . Los que se ensucian las manos, contrastan sus ideales y pensamientos con la realidad. «Tal vez ese intelectual siga equivocándose, pero seguramente sus errores serán menos perjudiciales que los de los intelectuales que se erigieron en portavoces de la verdad» (38) .

José Antonio MARINA señala que KOESTLER contó cómo el interés político puede hacer mentir a aquellos mismos que habían hecho de la verdad su profesión (39) . También, recuerda este autor, citando a Jean-François LYOTARD que el intelectual es un producto de la Ilustración, un personaje que se concentra en los excesos de la modernidad, que ha ambicionado encarnar lo universal (40) .

Más recientemente, el catedrático de Ciencia Política y de la Administración de la Universidad Autónoma de Madrid, Fernando VALLESPÍN (2019) en su artículo periodístico «Cómo los tertulianos suplantaron a los intelectuales» reflexiona sobre la muerte de los intelectuales y su sustitución primero por los expertos y después por los tertulianos. Así dice: «El final de los intelectuales se lleva cacareando desde hace unos 40 años y siguen sin levantar cabeza. A pesar de todo, el término sobrevive, pero desprovisto ya del aura que solía acompañarlo. En España sigue utilizándose para referirse a miembros de algunas profesiones —académicos, artistas, literatos o actores—. Como cuando, por ejemplo, aparecen pomposos titulares donde se anuncia su pronunciamiento sobre alguna cuestión de actualidad. «Un grupo de intelectuales», dice esto o aquello y firman el manifiesto toda una ristra de personas pertenecientes a estas profesiones mencionadas. Pero la popularidad de ellos —pensemos en los casos recientes de Richard Gere o de Javier Bardem con la crisis de los refugiados del Open Arms— no los convierte sin más en «intelectuales»; son personas populares que hace público su loable compromiso político. Punto».

Llegados a este punto, permítannos una opinión personal en este debate.

Intelectual debería ser quien defiende la democracia y los valores de libertad e igualdad del ser humano. Y la pregunta es obligada, ¿Son o deberían de ser los intelectuales un grupo social o toda la sociedad? Ser y deber ser, dos planos a los que cada uno dará su respuesta. Si bien es posible plantearse la cuestión de otro modo. Esto es, ¿lo que han sido o son los intelectuales en la historia permite llevarnos a lo que deberían ser en el futuro?

Antonio GRAMSCI (1891-1937), en su propósito de lograr la transformación del hombre en un verdadero Hombre, afirmaba que ello sólo será posible cuando mediante y tras las transformaciones económicas y sociales absolutamente necesarias en el seno de la sociedad, cada uno de sus miembros se haya convertido en un ser plenamente consciente, culturalmente formado, que domine, si no todos, sí los fundamentos generales y esenciales de las conquistas de la ciencia; es decir, cuanto todos los hombres sean, en verdad, y no en el sentido exclusivista que la sociedad actual impone, intelectuales (41) .

Es cierto que GRAMSCI sitúa sus reflexiones sobre los intelectuales en las coordenadas de un análisis marxista pero no le falta razón, desde nuestro modesto punto de vista, en algunos de sus planteamientos.

Por ejemplo, al preguntarse si los intelectuales son un grupo social autónomo e independiente, o todos los grupos sociales tienen sus propias categorías de intelectuales especializados.

Frente a ello, el escritor italiano afirma que «el problema es complejo por las diversas formas que ha asumido hasta ahora el proceso histórico real de la formación de las distintas categorías de intelectuales».

Señala dos formas importantes de este proceso, que singulariza en el intelectual «orgánico» y en «tradicional».

En la primera, afirma que «todo grupo social que surge sobre la base original de una función esencial en el mundo de la producción económica establece junto a él, orgánicamente, uno o más tipos de intelectuales que le dan homogeneidad no sólo en el campo económico, sino también en el social y en el político».

De ahí surge su famoso concepto de intelectual orgánico, que es, según sus propias palabras, el que emerge «sobre el terreno a exigencias de una función necesaria en el campo de la producción económica. Así, por ejemplo, el empresario capitalista crea consigo al técnico de la industria. A su vez, el obrero instituye al organizador sindical, al revolucionario profesional y, también a organizadores de una nueva cultura».

En la segunda, afirma que «todo grupo social «fundamental» (clases que históricamente se encuentran en disposición de asumir el Poder y la dirección de otras clases, como, por ejemplo, la burguesía y el proletariado) que brota como expresión de la nueva estructura en desarrollo —la que a su vez surge de la precedentes estructuras económicas— ha encontrado, hasta ahora, las categorías intelectuales preexistentes, que más bien se mostraban como representantes de una continuidad histórica ininterrumpida hasta para las más complicadas y radicales transformaciones de las formas sociales y políticas».

Estos intelectuales son los llamados «tradicionales», entre los que considera GRAMSCI más típicos a los eclesiásticos. Según este autor, «esta categoría monopolizó por largo tiempo —toda una fase histórica simbolizada en parte por este monopolio (el Medievo, período que va, aproximadamente, desde la caída del Imperio Romano (476 d. de C.) hasta el descubrimiento de América en 1492)— algunas actividades importantes: la ideología religiosa o sea, la filosofía, y la ciencia de la época, y con ellas la escuela, la enseñanza, la moral, la justicia, la beneficencia, etc.».

«La categoría de los eclesiásticos —continúa el autor— se puede considerar la jerarquía intelectual orgánicamente ligada a la primitiva aristocracia de la tierra y estaba jurídicamente equiparada con ella, repartiéndose el ejercicio de la propiedad feudal y el disfrute de los privilegios estatales enlazados a la propiedad. Pero el monopolio de la superestructura por parte de los eclesiásticos no estaba exento de luchas y limitaciones; por eso surgieron en variadas y concretas formas de investigación y estudio otras categorías adecuadas y de mayor volumen, para reforzar el poder central del monarca hasta el absolutismo. Así comienza a formarse la aristocracia de la toga (los juristas y los abogados), con sus propios privilegios y jerarquías de administradores, científicos, teóricos, filósofos no eclesiásticos, etcétera».

En relación con esta nueva categoría que el autor italiano denomina «aristocracia de la toga» señala que «Como estas diversas categorías de intelectuales tradicionales se sentían con espíritu de cuerpo, la historicidad de su cualificación se mantuvo ininterrumpida, colocándose de por sí en posición autónoma e independiente del grupo social dominante. Esta auto-posición tuvo consecuencias, y de largo alcance, en el campo ideológico y político. Toda la filosofía idealista se puede relacionar con este supuesto asumido por el conjunto social de los intelectuales, y tal postura puede definirnos también el significado de utopía social que orilló a los intelectuales a creerse independientes, autónomos, revestidos de propia representación».

Tras la exposición de estas dos formas del proceso histórico de formación de las categorías de intelectuales, GRAMSCI se pregunta si puede hallarse un criterio unánime para caracterizar las diversas y dispares actividades intelectuales distinguiéndolas, al propio tiempo y en esencia, de las correspondientes a otros grupos sociales.

Para contestar a esta pregunta, afirma «me parece que el error de método más extendido es haber buscado esta estimación de lo diferencial en los intrínseco de la labor intelectual, en lugar de situarla en el conjunto del sistema de relaciones en el que ellos —y por consiguiente los grupos que los personifican— vienen a unirse al complejo general de las relaciones sociales»

De ahí, considerando que toda labor humana tiene un componente de pensamiento o intelectual (no se puede separar l´homo faber del homo sapiens), llega a la conclusión que «podría decirse que todos los hombres son intelectuales, pero no todos tienen en la sociedad la función de intelectuales».

Por ello, afirma que «el problema de crear un nuevo tipo de intelectual radica en desarrollar críticamente la manifestación intelectual —que en todos, en cierto grado de evolución existe— modificando su relación con el esfuerzo muscular-nervioso en un nuevo equilibrio, consiguiendo que éste, como elemento de actividad práctica general que renueva perpetuamente el mundo físico y social, se convierta en el fundamento de una nueva e integral concepción del mundo. El tipo tradicional de intelectual se confiere vulgarmente al literato, al filósofo, al artista. Por eso, los periodistas que se creen escritores, filósofos o artistas se consideran también verdaderos intelectuales. En la vida moderna, la educación técnica estrechamente conectada al trabajo industrial, aun el más primario y descalificado, debe formar la base del nuevo tipo de intelectual».

Llegado a este punto de exposición de las reflexiones del escritor italiano, permítannos llamar la atención sobre lo que a continuación vamos a comentar porque en este discurso defendemos un papel del intelectual comprometido con el humanismo pero también con la ciencia y las nuevas tecnologías en nuestra Era Digital, como se expondrá posteriormente.

En efecto, en su época entre la revolución industrial y la llamada científico-técnica, GRAMSCI ya decía lo siguiente:

«El modo de ser del nuevo intelectual no puede consistir ya en la elocuencia, como motor externo y momentáneo de afectos y pasiones, sino en enlazarse activamente en la vida práctica como constructor, organizador y persuasor constante —pero no por orador— y, con todo, remontándose por encima del espíritu abstracto matemático; de la técnica-trabajo se llega a la técnica-ciencia y a la concepción humanística-histórica (42)  sin la cual se es «especialista» pero no se es «dirigente» (especialista + político)».


Como se recoge en nota a pie de página de la publicación de la obra de GRAMSCI (43) , «No olvidemos que el tipo de intelectual que simboliza GRAMSCI es el intelectual ligado orgánicamente al desarrollo de la organización política de la clase obrera. Este nuevo tipo de intelectual dirigente, nada tiene que ver con ciertas figuras inveteradas de caudillos políticos que se confiaban preferentemente en la oratoria y la emoción. Por el contrario, el conocimiento de los problemas de la producción, de la técnica y de la economía deben acompañarle, junto con una visión general histórico-humanística de la realidad a modificar».

Para José Antonio MARINA, hay dos nociones ligadas a la figura del intelectual desde su aparición: la verdad (44)  y la justicia.

En opinión de MARINA, «el intelectual se caracteriza porque tiene que responder reflexiva y justificadamente a dos preguntas: 1) ¿Cómo se sabe dónde está la verdadera justicia? Este es su principal problema teórico; 2) ¿Cómo debe colaborar a instaurarla? Este es su principal problema práctico» (45) .

En opinión de Victoria CAMPS, «lo que siempre ha definido e identificado al intelectual es su fuerza crítica, aunque teórica» (46) .

La tarea del intelectual abarca desde ser educador y crítico, sus encuentros y desencuentros con el poder, descubrir y afrontar las posibilidades abiertas por los nuevos desafíos y por el triunfo de los valores humanos y de la democracia.

En opinión de Rafael DE ÁGUILA «la figura tradicional del intelectual comprometido debe ser criticada y superada. Pero eso no es fácil. Entre otras razones porque el compromiso de los intelectuales era un compromiso con valores que aún consideramos muy positivos. Era un compromiso con la verdad, con la justicia, con la racionalidad, con la autenticidad de nuestras raíces, con las víctimas y los débiles. Era un compromiso con cosas «buenas», intachables, un compromiso impecable con altos ideales. Siempre es difícil criticar una figura que se identifica con altos ideales. Siempre es difícil criticar una figura que se identifica con valores tan incuestionables. Pero el caso es que, como sabemos, el intelectual que se comprometía con aquellas cosas resultó en muchas ocasiones burlado por su propia seguridad de acertar. Acabó apoyando el mal en nombre del bien, la opresión como vía hacia la libertad, la mentira como vía a la verdad, la injusticia presente en nombre de la justicia del futuro» (47) .

Existe un «profundo recelo entre pensador y mundo. Una brecha de incomprensión, una antipatía, un claro menosprecio mutuo. Pensar trastorna el mucho, lo expone a la apertura, al cambio, a la mutación. El pensamiento posee tal fuerza, tal vitalidad que empuja hacia la alienación: nos extrae de la comunidad, del calor de lo familiar, de las convenciones y de la tradición. Lo dado, lo heredado, lo existente sirven de apoyo al pensamiento pero este se sirve de ellos para desafiarlos y apunta hacia otro lado, hacia otro lugar. Debido a la esencial inestabilidad que provoca a su alrededor, el pensamiento es incompatible con cualquier fanatismo y con cualquier dogmatismo. Siempre empuja fuera de los límites. Mientras el fanático nos encierra en el ámbito de lo indiscutible y el dogmático en el de lo indudable, el pensamiento no respeta límite alguno. Para lo bueno y para lo malo, en una u otra dirección, pensar sacude lo existente» (48) .

Recapitulando, nos referiremos al intelectual político. Si bien tenemos que reconocer con GÓMEZ MOLLEDA, que «dentro de los intelectuales con proyección política cabe establecer una subdivisión importante. Por un lado, está el intelectual interesado en la actividad política de modo indirecto mediante el «trámite de lo público»; por otro, aquel que ha llegado a situarse en las estructuras del poder, formando parte de la clase política» (49) .

Como se verá en capítulos posteriores, por lo que respecta a España, haciéndonos eco de los estudios de GÓMEZ MOLLEDA hasta la II República española de 1931 (50) , la función social del grupo-Inteligencia se estructura alternativamente primero junto al poder (durante la era isabelina) (51) , después frente al poder (etapa de la Restauración) (52)  y finalmente en el poder (durante las Cortes Constituyentes de la Segunda República) (53) . Recuérdese que a la II República se la definía como la República de los intelectuales.

Siguiendo ese esquema se podría decir que si identificamos al intelectual político por su compromiso ético y crítico con la democracia, en la historia de la España reciente, durante la dictadura franquista (1939-1978), el intelectual estuvo contra el poder y en nuestra actual democracia constitucional (1978 hasta ahora) bien en el poder bien con el poder bien tras el poder.





	 (1) 

	Véase MOSTERÍN, Jesús, El pensamiento arcaico. Historia del pensamiento. Filosofía. Alianza Editorial, Madrid, 2006. También SÁNCHEZ DE LA TORRE, Ángel y LÓPEZ MELERO, Raquel, Estudios de arqueología jurídica, Dykinson, S.L., Madrid, 1988.
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